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Magistrado Ponente:

Fernán Camilo Valencia López




Pereira, doce de noviembre de dos mil nueve



Acta  Nº 595.
Se resuelve la apelación formulada por el accionante John Jairo Ramírez Botero contra el fallo proferido el 1 de octubre pasado por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, que denegó la tutela impetrada contra el Juzgado Primero Civil Municipal de la misma localidad, en actuación a la que se vincularon Luis Fernando Sierra Henao y Daniel Vásquez Rojas.
ANTECEDENTES

El accionante argumentó que en el proceso ejecutivo singular que se sigue en el Juzgado Civil Municipal accionado, y en que aparece como demandado Daniel Vásquez Rojas y demandante Luis Fernando Sierra Henao, se solicitó como medida previa el embargo y secuestro de la posesión real y material que ejercía el ejecutado sobre el automotor, marca Renault, de placas MLB-007, color rojo, que fue secuestrado el 15 de septiembre de 2008 por la Inspección Segunda Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal. Vehículo del cual es verdadero poseedor el señor Ramírez Botero, por lo que inició un incidente de desembargo, dentro del cual se practicaron las pruebas solicitadas por las partes e igualmente las decretadas de oficio y que en su criterio apuntaron a la procedencia de la pretensión del levantamiento de la medida cautelar, no obstante lo cual, mediante auto de 2 de septiembre de 2009 se denegó “por considerar que para la fecha en que se secuestró el automóvil, el incidentista no tenía la posesión sobre el mismo toda vez que se la había traspasado al señor DANIEL VÁSQUEZ ROJAS.” Decisión ante la cual interpuso los recursos de reposición y apelación, según el argumento que se desestimaron “las pruebas aportadas por el incidentista, las cuales son claras y contundentes en probar la posesión del mismo en el vehículo al momento de secuestrarse, igualmente advierte que el fallo se ha edificado sobre una situación de hecho inexistente, pues en el expediente no obra prueba documental o testimonial que permita establecer fundadamente que el incidentista haya traspasado la posesión del vehiculo”. Como el recurso de reposición fue despachado de manera desfavorable y el de apelación no se concedió por improcedente, considera el actor que se ha presentado una violación al debido proceso toda vez que la criticada decisión se fundó en situaciones de hecho inexistentes. En consecuencia, pide por este medio, que se ordene al “Juzgado accionado, reponer el auto de fecha 02 de septiembre de 2009 y, en consecuencia, declarar la prosperidad del incidente de levantamiento de medida cautelar”.
El libelo se admitió el 21 de septiembre mediante providencia en la que se ordenó vincular a Luis Fernando Sierra Henao y Daniel Vásquez Rojas, y la práctica de una inspección judicial al proceso ejecutivo de que trata la acción de tutela. La Juez accionada luego de defender la valoración probatoria que hizo en la decisión que puso fin al incidente de levantamiento de embargo, adujo que no puede “hablarse de una vía de hecho o una violación al debido proceso por parte del despacho a mi cargo, porque en conjunto se valoraron las pruebas arrimadas al plenario”, dijo no comprender porque se dispuso la vinculación del señor  Luis Fernando Sierra Henao “ya que si se mira con detenimiento, a folio 23 fte del cuaderno de incidente, se hizo cesión del crédito  a favor del doctor GERARDO RESTREPO MARÍN” y solicitó negar la tutela. El señor Sierra Henao, alegó no entender el motivo por el cual fue vinculado a esta acción de tutela en vista de que había cedido el crédito cobrado en este proceso. Por último, el señor Restrepo Marín, luego de manifestar su conformidad con la valoración probatoria criticada dijo que “en ningún momento se violó el debido proceso, por el contrario, se siguió el mismo, si el fallo hubiera sido adverso, tal vez, si se hubiera incurrido en vías de hecho” y consideró que no “hay lugar a tutelar derecho alguno”.
El 1 de octubre pasado se profirió fallo de primera instancia en el que no se accedió a las pretensiones de la demanda, pues luego del estudio pertinente al trámite criticado y análisis de las pruebas obrantes en el proceso, se apreció que “la señora Juez Primero Civil Municipal no basó su decisión en pruebas inexistentes como lo indica el accionante, sino que tuvo en cuenta todas y cada una de las arrimadas al expediente y las que de oficio decretó para decidir el asunto”. 
La impugnación oportunamente presentada por el actor insistió en la violación de los derechos fundamentales alegados por una indebida valoración probatoria.
CONSIDERACIONES

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Nacional, “toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y  lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. (...)  Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

El debido proceso judicial no es más que la adecuación de la labor de los jueces a una serie de principios generales que garantizan que el ejercicio del poder del Estado se realice sin arbitrariedad, con apego a reglas de publicidad y contradicción previstas en los códigos de procedimiento, encaminadas a impedir que los juicios se desarrollen en forma oculta o que los llamados sujetos procesales no puedan ejercer adecuadamente el derecho fundamental a la defensa.  El conocimiento del proceso y la regular conformación de la relación jurídico-procesal son en materia civil piedras angulares del mencionado derecho, puesto que sin estos elementos se hace frustráneo el ejercicio de la contradicción y, por ende, la garantía de que nadie puede ser condenado sin haber sido oído y vencido en juicio.

Por lo que tiene repetido la H. Corte Constitucional que en todos los casos en que la acción de tutela pretenda derruir una decisión judicial deben satisfacerse sus requisitos de procedibilidad. Sobre todo porque de tiempo atrás ha afirmado que:

“(…) la acción de tutela es improcedente cuando, con ella, se pretenden sustituir mecanismos ordinarios de defensa...  La integridad de la función estatal de administrar justicia resultaría gravemente comprometida si se permitiera que un mecanismo especial y extraordinario como la acción de tutela, dirigido exclusivamente a la protección de los derechos fundamentales, pudiera suplir los instrumentos y recursos ordinarios que el ordenamiento pone a disposición de aquellas personas que persiguen la definición de alguna situación jurídica mediante un proceso judicial”

En consecuencia, las llamadas causales de procedibilidad están encaminadas a evitar que el ejercicio ordinario de la justicia se limite por intromisiones del Juez constitucional que restrinjan la aplicación de las normas pertinentes a los hechos particulares de cada caso. Las cuales en la sentencia de unificación SU 813 de 2007, fueron divididas en genéricas y específicas de la siguiente manera:
“Las causales genéricas de procedibilidad se refieren a aquéllos requisitos que en general se exigen para la procedencia de la acción de tutela, pero que referidas al caso específico de la tutela contra providencias judiciales adquieren un matiz especial. La particularidad se deriva del hecho de que en estos casos la acción se interpone contra una decisión judicial que es fruto de un debate procesal y que en principio, por su naturaleza y origen, debe entenderse ajustada a la Constitución. Tales causales son las siguientes: 

(i) Se requiere, en primer lugar, que la cuestión discutida resulte de evidente relevancia constitucional y que, como en cualquier acción de tutela, esté acreditada la vulneración de un derecho fundamental, requisito sine qua non de esta acción de tutela que, en estos casos, exige una carga especial al actor
; (ii) que la persona afectada haya agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial a su alcance y haya alegado, en sede judicial ordinaria, y siempre que ello fuera posible, la cuestión iusfundamental que alega en sede de tutela; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración; (vi) en el caso de irregularidades procesales, se requiere que éstas tengan un efecto decisivo en la decisión de fondo que se impugna; y (v) que no se trate de sentencias de tutela. 
Finalmente, para que proceda la tutela, es necesario que la decisión judicial impugnada incurra en defectos o fallas graves. En particular puede incurrir en uno de los siguientes defectos: (i) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; (ii) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido o vulneró de maneradefinitiva (sic) el debido proceso constitucional del actor; (iii) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión o cuando deja de decretar o de valorar pruebas absolutamente necesarias – imprescindibles y pertinentes - para adoptar la decisión de fondo; (iv) defecto material o sustantivo, que surge cuando el juez decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales
; cuando se presenta una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; cuando hay absoluta falta de motivación; o cuando la Corte Constitucional como intérprete autorizado de la Constitución, establece, con carácter de precedente, el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario, sin motivación suficiente, contraria dicha decisión
; (v) error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño o error grave, por parte de terceros y ese engaño o error, lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.”

A la luz de los planteamientos precedentes, el asunto que ha dado lugar a la demanda que ocupa la atención de la Sala no denota irregularidad alguna, defecto u omisión que pudiere dar al traste con la actuación reprochada, como se verá:

La Juez demandada, en el tramite incidental que se pretende ahora dejar sin efecto, no acometió en análisis arbitrario o antojadizo de las pruebas aportadas al expediente como bien se dijo en primera instancia. A decir verdad, John Jairo Ramírez Botero pretende que mediante la acción de tutela se declare que las pruebas que obraban en el expediente indicaban que era él y no Daniel Vásquez Rojas, demandado en la ejecución puesta en entredicho, quien poseía el carro objeto de la medida cautelar decretada en el proceso ejecutivo, petición impertinente, sobre todo cuando en la providencia que decidió el trámite incidental, se hizo una valoración probatoria válida y se explicó porque no se accedía a las súplicas analizadas, como también acertadas fueron las consideraciones traídas al expediente para no reponer tal decisión. En suma, ha de decirse que el asunto puesto a consideración de la Sala no denota ninguna irregularidad, defecto u omisión que pudiera catalogarse como una de las vías de hecho a que se ha aludido, pues el trámite del proceso se encuentra ajustado a los lineamientos que correspondía respetar, y más importante aún, las criticas que en la demanda de tutela se plantean no versan sobre supuestos defectos en el procedimiento sino que todas aluden a la valoración jurídica o fáctica que, de acuerdo con el criterio del tutelante, debió haber hecho la juez de conocimiento de los documentos y testimonios presentados por las partes interesadas en el incidente de levantamiento de la medida cautelar.

Menos ataque admite por esta vía constitucional el examen o las reflexiones probatorias que la Juez Primero Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal hizo de los elementos de juicio que obraban en el expediente, que como se dijo, no se advierten arbitrarias, caprichosas, abusivas o irregulares y dado que cuando la situación es de este talante:

“… la Corte Constitucional ha hecho énfasis en que las discrepancias respecto de la valoración de las evidencias no amerita, por sí misma, la revocación por vía de tutela de la providencia, pues ello sería tanto como admitir la superioridad del criterio de valoración del juez de tutela respecto del juez ordinario, en directo menoscabo del principio de autonomía judicial. De allí que la jurisprudencia alerte sobre la procedencia de la tutela, únicamente en caso de que la valoración probatoria sea ostensiblemente incorrecta, es decir, cuando encubra una arbitrariedad palpable”
.

Como es claro, todas las cuestiones que ahora se plantean en la demanda de tutela, fueron invocadas en el trámite incidental reprochado, y por tanto, objeto de análisis y decisión por parte del juez competente en términos que se advierten respetuosos de la ley aplicable al caso y de los derechos de las partes, en especial del debido proceso, por lo que acertada se encuentra la denegación del amparo constitucional, que aquí se confirmará. 
A mérito de lo dicho, esta Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 1 de octubre de 2009. 

Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista por el artículo 30 del decreto 2591 de 1991, y en firme la misma remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.




Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos




   Gonzalo Flórez Moreno

� Sentencia T-083 de 1998, M.P. Doctor: Eduardo Cifuentes Muñoz





� “El presupuesto básico para la procedencia del amparo es la vulneración o la amenaza de vulneración a un derecho fundamental y en ese sentido puede anotarse que las causales genéricas de procedibilidad de la tutela contra decisiones judiciales deben estar inescindiblemente relacionadas con la vulneración de derechos fundamentales, lo que implica que para lograr el amparo constitucional, no basta acreditar la concurrencia de una de las vulneraciones genéricas señaladas –que bien podrían ser subsanadas a través de los mecanismos y recursos ordinarios-es necesario también, que tal defecto en la providencia vulnere derechos fundamentales (Art. 86 C.P.)” Sentencia C-701 de 2004, M.P. Rodrigo Uprimny Yepes. Ver también Sentencia T-381 de 2004, reiterada en Sentencia T-590 de 2006, M.P. Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-522/01


� Cfr. Sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y  T-1031/01.


� M.P. Doctor: Jaime Araújo Rentería.


� Sentencia T-287 de 19 de abril de 2007.  M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.
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